
ACCIÓN DE TUTELA 

SEÑOR JUEZ DE LA REPÚBLICA(REPARTO) 

REF.: Acción de tutela para la protección de los derechos fundamentales al debido 
proceso, igualdad, acceso a la educación, acceso al mérito y confianza legítima. 

Accionante: Isabella Rincón 

Accionado: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación – Minciencias 

 

I. HECHOS 

1. Participé en la Convocatoria 975 de 2026 "Becas para el Cambio", adelantada por el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.  

2. Presenté la propuesta de investigación denominada:  

"Bases neurocognitivas de la violencia y el perdón: una aproximación desde la ciencia para la 
paz en Colombia, con foco en el Valle del Cauca". 

3. Mi propuesta obtuvo una valoración altamente favorable por parte del evaluador, 
quien reconoció expresamente:  

• pertinencia científica;  

• coherencia metodológica;  

• aporte al conocimiento;  

• articulación con los objetivos de la convocatoria.  

4. A pesar de ello, en tres criterios técnicos se descontaron puntos: 15, 5 y 5. 
Obteniendo un puntaje total de 66 puntos. 

 

5. Las observaciones realizadas por el evaluador consisten principalmente en 
recomendaciones para fortalecer algunos aspectos del proyecto, sin explicar de 
manera concreta cuál requisito dejó de cumplirse ni por qué tales observaciones 
justificaban exactamente la reducción del puntaje.  

6. Considero que la motivación contenida en el informe de evaluación no permite 
comprender de manera suficiente la metodología utilizada para la asignación del 
puntaje, razón por la cual solicito su revisión. 

7. Para quedar dentro del banco de elegibles se requería 70 puntos. 

8. Busqué validación de la calificación por medio de un PQR el día 15 de julio del 2026. 



9. El PQR fue respondido haciendo hincapié en que esa fue la metodología de 
evaluación designada en la convocatoria, pero sin profundizar en los motivantes 
reales.  

10. Adicionalmente, el enfoque diferencial relacionado con municipios PDET/ZOMAC fue 
aplicado exclusivamente con base en el lugar de nacimiento consignado en mi 
documento de identidad.  

11. Nací en Cali por circunstancias ajenas a mi voluntad.  

12. Sin embargo, desde los cinco (5) años resido permanentemente en el municipio de 
Florida, Valle del Cauca, municipio reconocido como PDET/ZOMAC.  

13. Toda mi formación académica, desarrollo personal, vínculos familiares y proyecto de 
vida se han construido en dicho municipio.  

14. Incluso mi documento de identidad fue expedido allí.  

15. La interpretación adoptada por Minciencias desconoce completamente mi arraigo 
territorial real y termina privilegiando una circunstancia meramente accidental como 
el lugar de nacimiento.  

16. La finalidad constitucional del enfoque diferencial consiste precisamente en 
favorecer a personas provenientes de territorios históricamente afectados por la 
violencia, propósito que sí cumplo materialmente.  

17. La aplicación estrictamente formal del requisito terminó desconociendo la igualdad 
material prevista en el artículo 13 de la Constitución.  

18. Los resultados preliminares ya fueron publicados, pero los resultados finales serán 
publicados el 31 de julio. 

19. Su publicación sin la consideración de mi caso podría dejarme sin acceso a la 
educación superior de alta calidad. 

20. Pues, la diferencia entre mi puntaje (66 puntos) y el puntaje mínimo del banco de 
elegibles (70 puntos) fue únicamente de cuatro (4) puntos, circunstancia que 
evidencia que cualquier error en la motivación de la evaluación o en la aplicación de 
los criterios podría tener incidencia directa en mi permanencia dentro del banco de 
elegibles, afectando de manera concreta mi acceso a la educación superior y al 
programa de financiación estatal. 

 

II. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS Y PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA 
ACCIÓN DE TUTELA 

Solicito la protección de: 

• debido proceso (art. 29)  

• igualdad material (art. 13)  



• acceso a la educación (art. 67)  

• acceso al mérito  

• buena administración  

• confianza legítima  

La presente acción de tutela se interpone de manera excepcional, de conformidad con el 
artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, en razón de la amenaza 
cierta e inminente que representa la expedición del acto administrativo definitivo 
correspondiente a la Convocatoria 975 de 2026. 

Si bien el ordenamiento jurídico prevé mecanismos ordinarios para controvertir actos 
administrativos, en el presente caso dichos mecanismos no resultan idóneos ni eficaces 
para garantizar de manera oportuna la protección de los derechos fundamentales cuya 
amenaza se expone. 

La publicación de los resultados definitivos se encuentra programada para el 31 de julio de 
2026, fecha a partir de la cual se consolidará la situación jurídica de los aspirantes 
seleccionados y se avanzará en la asignación de los beneficios derivados de la convocatoria. 

La eventual utilización de los mecanismos contencioso-administrativos ordinarios implicaría 
un trámite que, por su naturaleza, puede extenderse durante semanas o incluso mes, tiempo 
durante el cual la accionante perdería la posibilidad real de acceder a la financiación de sus 
estudios de maestría dentro de la convocatoria objeto de discusión. 

La Corte Constitucional ha sostenido de manera reiterada que la acción de tutela procede 
excepcionalmente contra actuaciones administrativas cuando los medios ordinarios no 
resultan eficaces para evitar un perjuicio irremediable o cuando la protección de los 
derechos fundamentales exige una intervención inmediata del juez constitucional. 

En el presente caso, el perjuicio reviste el carácter de inminente por cuanto la consolidación 
del banco definitivo de elegidos podría hacer imposible una revisión eficaz de la evaluación 
antes de la asignación definitiva de los recursos destinados a la convocatoria. 

Debe resaltarse que la accionante actuó con diligencia. Una vez conoció los resultados 
preliminares presentó oportunamente una solicitud de revisión dirigida a Minciencias, 
buscando obtener una explicación suficiente respecto de la evaluación realizada antes de la 
expedición del acto definitivo. No obstante, la respuesta recibida no resolvió de fondo los 
cuestionamientos planteados respecto de la motivación de la calificación, razón por la cual 
persiste la incertidumbre sobre la fundamentación objetiva del puntaje asignado. 

En consecuencia, la presente acción no pretende sustituir las competencias técnicas de los 
evaluadores ni convertir al juez constitucional en una instancia adicional de calificación. Su 
finalidad consiste exclusivamente en solicitar la protección preventiva de los derechos 
fundamentales al debido proceso, a la igualdad material y al acceso a la educación, frente al 
riesgo de que la decisión administrativa quede definitivamente consolidada sin que se haya 
dado respuesta suficiente a los cuestionamientos formulados y sin que exista la posibilidad 



real de corregir eventuales inconsistencias que puedan incidir de manera determinante en el 
resultado final. 

 

Por estas razones, se considera que la acción de tutela cumple los requisitos de 
subsidiariedad e inmediatez exigidos por la jurisprudencia constitucional y constituye el 
mecanismo idóneo para evitar la consumación de un perjuicio que podría resultar 
irreversible. 

 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1. Derecho al debido proceso administrativo (artículo 29 de la Constitución Política) 

El artículo 29 de la Constitución Política dispone que el debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

La Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que este derecho comprende la 
obligación de las autoridades de adoptar decisiones debidamente motivadas, de manera que 
el administrado pueda conocer las razones objetivas que sustentan la decisión y ejercer de 
manera efectiva su derecho de contradicción. 

En la Sentencia T-214 de 2004, la Corte Constitucional indicó que la motivación de los actos 
administrativos constituye una garantía esencial del debido proceso, pues evita decisiones 
arbitrarias y permite al ciudadano comprender los fundamentos jurídicos y fácticos de la 
actuación administrativa. 

De igual forma, en la Sentencia SU-917 de 2010, la Corte precisó que la motivación suficiente 
de los actos administrativos constituye una exigencia del Estado Social de Derecho y un 
presupuesto indispensable para garantizar la transparencia y el control ciudadano sobre las 
actuaciones de la Administración. 

En el presente caso, el informe de evaluación reconoce fortalezas relevantes de la propuesta 
de investigación, tales como su pertinencia científica, coherencia metodológica y aporte a 
las Misiones de Ciencia para la Paz y Bienestar Social. No obstante, la asignación de puntajes 
inferiores al máximo en los criterios de evaluación no desarrolla de manera específica la 
metodología empleada para cuantificar dichas reducciones ni permite comprender cómo las 
observaciones formuladas se tradujeron en una disminución concreta del puntaje, 
circunstancia que motiva la presente solicitud de protección constitucional. 

 

2. Derecho a la igualdad material (artículo 13 de la Constitución) 

El artículo 13 de la Constitución Política establece que todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley y ordena al Estado promover las condiciones para que la igualdad sea real 
y efectiva, adoptando medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 



La Corte Constitucional ha señalado que la igualdad material exige que las autoridades no se 
limiten a una aplicación puramente formal de las normas cuando ello conduzca a resultados 
incompatibles con la finalidad constitucional perseguida. 

En la Sentencia C-093 de 2001, la Corte indicó que el principio de igualdad material obliga a 
valorar las circunstancias reales de cada caso y no únicamente aspectos formales que 
puedan conducir a tratamientos desproporcionados. 

En el caso objeto de estudio, la accionante reside de manera permanente en el municipio de 
Florida (Valle del Cauca) desde los cinco años de edad, donde cursó toda su formación 
académica y desarrolló su proyecto de vida, circunstancia acreditada mediante los 
certificados educativos anexos.  

Aunque la convocatoria contempla un criterio relacionado con el lugar de nacimiento para 
efectos del enfoque diferencial territorial, la accionante solicita que dicha circunstancia sea 
analizada a la luz del principio de igualdad material, considerando que su vínculo efectivo 
con un municipio priorizado constituye un elemento relevante para valorar la finalidad 
constitucional del enfoque territorial. 

 

3. Derecho a la educación (artículos 67 y 70 de la Constitución) 

El artículo 67 de la Constitución reconoce la educación como un derecho de la persona y un 
servicio público con función social. 

Por su parte, el artículo 70 establece que corresponde al Estado promover el acceso a la 
cultura, la ciencia y el conocimiento en condiciones de igualdad. 

La Corte Constitucional ha reconocido que cuando el Estado diseña programas públicos 
dirigidos a facilitar el acceso a la educación superior mediante criterios objetivos de mérito, 
dichos procedimientos deben desarrollarse respetando plenamente las garantías del debido 
proceso, la igualdad y la transparencia administrativa. 

En consecuencia, cualquier decisión que pueda afectar el acceso a dichos programas debe 
encontrarse suficientemente motivada y sustentada en criterios objetivos verificables. 

 

4. Principio de buena administración y transparencia 

El artículo 209 de la Constitución dispone que la función administrativa se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad. 

Así mismo, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(Ley 1437 de 2011) establece que las autoridades deben actuar conforme a los principios de 
buena fe, transparencia, imparcialidad y responsabilidad, garantizando actuaciones 
motivadas y respetuosas del debido proceso administrativo. 



En virtud de dichos principios, la accionante considera necesario que la evaluación realizada 
sea objeto de una revisión suficientemente motivada antes de consolidarse los resultados 
definitivos, con el fin de preservar la confianza legítima de los participantes y garantizar la 
transparencia del proceso de selección. 

 

Asi pues, la Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que: 

• las actuaciones administrativas deben estar suficientemente motivadas;  

• el principio de igualdad exige analizar la realidad material de las personas y no 
únicamente criterios formales;  

• el mérito constituye un principio constitucional que debe desarrollarse mediante 
procedimientos objetivos y transparentes.  

En el presente caso, la administración: 

A.No explicó adecuadamente por qué las observaciones realizadas ameritaban una 
reducción de diez puntos en la evaluación técnica. 

Ello impide conocer las razones objetivas del puntaje asignado. 

B.Aplicó el criterio territorial exclusivamente sobre el lugar de nacimiento. 

Esta interpretación desconoce la finalidad constitucional del enfoque diferencial. 

El propósito de la convocatoria consiste en fortalecer capacidades científicas en territorios 
históricamente afectados por el conflicto. 

Dicha finalidad se cumple respecto de quien ha desarrollado prácticamente toda su vida en 
un municipio PDET/ZOMAC. 

La aplicación rígida del requisito genera una desigualdad material. 

Con base en todo esto, la presente acción no pretende que el juez constitucional sustituya el 
criterio técnico del evaluador ni que asigne directamente un puntaje determinado. Lo que se 
solicita es que se garantice que la decisión administrativa que defina la situación jurídica de 
la accionante se adopte con pleno respeto por el debido proceso, la igualdad material y el 
deber constitucional de motivación suficiente de los actos administrativos, evitando que la 
consolidación del resultado definitivo pueda ocasionar una afectación irreparable a sus 
derechos fundamentales. 

 

IV. PRETENSIONES 

Solicito respetuosamente: 

1. Amparar mis derechos fundamentales.  



2. Ordenar a Minciencias revisar nuevamente la evaluación de la propuesta 
garantizando una motivación suficiente y verificable del puntaje asignado. 

3. Ordenar revisar nuevamente la aplicación del criterio territorial bajo un enfoque de 
igualdad material y finalidad constitucional.  

4. Adoptar las medidas necesarias para evitar que formalismos documentales impidan 
el acceso efectivo a los beneficios dirigidos a población perteneciente materialmente 
a territorios PDET/ZOMAC.  

5. Como medida provisional, de conformidad con el artículo 7 del Decreto 2591 de 
1991, solicito ordenar al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación abstenerse 
de consolidar definitivamente los efectos jurídicos de la evaluación de la propuesta 
presentada por la accionante hasta tanto se decida la presente acción 
constitucional.

 

V. PRUEBAS 

Anexo: 

1. Documento de identidad.  
2. Propuesta presentada. 

3. Evaluación de la propuesta.  

4. PQR presentado y Respuesta del PQR. 

5. Resultado provisional de banco de elegibles de la convocatoria.  

6. Certificados de estudio  de Jardin B,  Bachiller básico y bachiller técnico.  

 

 

 

Cordialmente, 

 

 

Isabella Rincón Pérez 

Calle 11 #18-20, Florida Valle 
+573168640576 
bellrinconp@gmail.com 
 


